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CONTESTACION DEMANDA PROCESO CESACIÓN DE EFECTOS CIVILES DE
MATRIMONIO CATOLICO DEMANDANTE: JORGE VARGAS BALCAZAR DEMANDADA:
LILIA DIAZ DE VARGAS

CLAUDIA MOYA <claudiamoyah@yahoo.es>
Vie 04/11/2022 15:49
Para: Juzgado 01 Familia - Cundinamarca - Soacha <jfctosoacha@cendoj.ramajudicial.gov.co>
CC: cristina.franco03@hotmail.com <cristina.franco03@hotmail.com>;vscasociados@gmail.com
<vscasociados@gmail.com>;Ortizmyriam324@gmail.com <Ortizmyriam324@gmail.com>

Señor

JUEZ UNICO DE FAMILIA DE SOACHA, CUNDINAMARCA

E.                                S.                                D.

 

EXPEDIENTE:  2022 - 543

PROCESO CESACIÓN DE EFECTOS CIVILES DE MATRIMONIO CATOLICO

DEMANDANTE:  JORGE VARGAS BALCAZAR   

DEMANDADA:    LILIA DIAZ DE VARGAS

 

 

CLAUDIA MOYA HILARIÓN identificada con la cédula de ciudadanía No. 52.333.767 de Bogotá D.C. y tarjeta
profesional No. 135361 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando como apoderada de amparo de pobreza de
la demandada LILIA DIAZ DE VARGAS mayor de edad, identificada con la cédula de ciudadana No.41.366.358 de
Bogotá de conformidad con el auto interlocutorio del 3 de octubre de 2022 que fue debidamente notificado hasta el
pasado 13 de octubre de 2022 y encontrándome dentro del término previsto para tal efecto, presento contestación a
la DEMANDA DE CECMC 
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Señor  
JUEZ UNICO DE FAMILIA DE SOACHA, CUNDINAMARCA  
E.    S.    D.  
 
EXPEDIENTE:   2022 - 543 

PROCESO CESACIÓN DE EFECTOS CIVILES DE MATRIMONIO CATOLICO  
DEMANDANTE:  JORGE VARGAS BALCAZAR    
 DEMANDADA:    LILIA DIAZ DE VARGAS  

 
 
CLAUDIA MOYA HILARIÓN identificada con la cédula de ciudadanía No. 52.333.767 de Bogotá 
D.C. y tarjeta profesional No. 135361 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando como 
apoderada de amparo de pobreza de la demandada LILIA DIAZ DE VARGAS mayor de edad, 
identificada con la cédula de ciudadana No.41.366.358 de Bogotá de conformidad con el auto 
interlocutorio del 3 de octubre de 2022 que fue debidamente notificado hasta el pasado 13 de 
octubre de 2022 y encontrándome dentro del término previsto para tal efecto, presento contestación 
a la DEMANDA DE CECMC en los siguientes términos:  
 
 

1. A LOS HECHOS 
PRIMERO.  Es cierto   

 
SEGUNDO.  Es cierto 

 
TERCERO. Parcialmente cierto. Contrario a lo manifestado por la apoderada del demandante, 

mi representada sostiene que si bien es cierto que tuvieron inconvenientes y desavenencias 

hace 8 años, trataron de superar como pareja la situación, lo cual no fue posible. Se deja 

constancia que de acuerdo con la manifestación que me realiza mi cliente el motivo de la 

separación no fue por la convivencia, fue por la actitud ambiciosa y de mala fe del hoy 

demandante, pues pretendía que mi cliente vendiera la casa de su hermana pues ostentaba 

la calidad de tutora, y como ella no accedió, es decir no siguió con su actitud sumisa de 

hacer todo para complacerle, pues su constante siempre fue no refutar sus decisiones, sino 

aceptar y callar, se molestó y cambio su actitud tornándose agresivo, humillante y vengativo, 

fue esta la situación que desencadeno con el distanciamiento de la pareja.  Debido a esta 

negativa, el hoy demandante empezó a acosarla y presionarla con adelantar el divorcio, 

indicándole que él no tenía como darme alimento y que cada debería conseguir su comida, 

por tal motivo mi cliente se vio abocada a buscar trabajo con su sobrina Martha Diaz quien le 

dio el apoyo laboral y económico.  

 
CUARTO. No es cierto. Contrario a lo manifestado por la apoderada del demandante, mi 

representada sostiene que ha sido el hoy demandante quien incurrió en la causal de 
Cesación de efectos civiles prevista en el numeral 3° sobre “ultrajes, trato cruel y 
maltratamientos de obra” impetrada, conforme a lo instituido por el artículo 154 del C.C., ley 
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25 de 1992, por las razones que entraremos a exponer y soportar con pruebas conducentes, 
pertinentes y útiles en el presente escrito.  
 
En relación con las circunstancias detalladas por el apoderado del demandante con las que 
pretende demostrar la causal que cita en este numeral, nos pronunciamos en los siguientes 
términos:  
 
No es cierto, como lo manifestó la apoderada del demandante que “el señor JORGE 
VARGAS, que es víctima de violencia intrafamiliar por parte de su esposa, la señora LILIA 
DIAZ RODRIGUEZ, quien es una persona violenta, que lo maltrata física, económica, y 
psicológicamente”, pues contrario a ello, mi representada indica que nunca ha maltratado al 
hoy demandante físicamente, ni económicamente, ni psicológicamente. Si no que este el 
que ha dirigido su actitud y obrar a tratos crueles, y a violencia física, económica y 
psicológica.  

 
En efecto, mi cliente ha manifestado maltrato económico ya que tenía dependencia 

económica del hoy demandante durante toda la vigencia del matrimonio. El incumplimiento 

del demandante de sus deberes de manutención del hogar, como alimentos desde hace 7 

años hasta la fecha, es un maltrato directo hacia mi representada es evidente, refiere mi 

representada que guarda los alimentos bajo llave, no paga servicios hace 6 meses y mi 

cliente se vio abocada a demandar por alimentos a sus hijos lo ante Comisaria de Familia, 

situación que le generó momentos difíciles y malos tratos de algunos de sus hijos.  

Adicionalmente el hoy demandante ha ejercido violencia psicológica hacia mi 

representada, pues la amenaza continuamente diciéndole que la va hacer llorar lágrimas de 

sangre, perdiendo los bienes que adquirieron durante el matrimonio, si no acepto el divorcio 

y su obrar se ha encaminado a cumplir con este propósito que le ha manifestado en 

reiteradas ocasiones.  Se evidencia que no amenaza pues pudiendo contribuir como lo hacia 

antes en el gasto de los servicios pues reside en el inmueble que comparte la pareja, se 

niega a pagar los servicios públicos como se indico antes y no ha pagado el impuesto del 

inmueble desde que se iniciaron los desacuerdos entre la pareja.  En este sentido, quiero 

enfatizar en que  mi representada me hizo énfasis en la TORTURA SICOLOGICA que 

ejerce el hoy demandante hacia ella, no le habla con respeto, le habla de manera 

despectiva, fuerte, desobligante, con groserías, sumado a ello tiene conversaciones de 

manera intencional y en voz alta con su actual pareja para que ella escuche el vocabulario 

obsceno que usa con esta, al igual habla del futuro que planean con la venta del 

apartamento, de esta situación se adjuntan audios, para que obren como prueba sumaria en 

el expediente. Esta situación que le genera estrés, ansiedad, depresión y mucha tristeza a 

mi representada pues la atormenta, sabiendo que mi cliente ya es un adulto mayor como el 

que merece mayor consideración, respeto y protección 

Aunado a lo anterior, el hoy demandante ha ejercido violencia física en la vida y la 

integridad física de mi representada, la última vez, le dio un puño porque le impedía sacar 
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las cosas del apartamento, como las porcelanas, herramienta,  pues ha venido sacando las 

cosas de manera periódica a provechando que mi representada sale del apartamento a 

buscar un trabajo que le permita solventar sus alimentos, sus gastos personales y cubrir el 

pago de los servicios públicos del inmueble.   Para demostrar este hecho se allega la medida 

de protección provisional a favor de LILIA DIAZ DE VARGAS, una valoración de medicina 

legal, de examen médico, y solicitud de orientación familiar y de género 

Por lo expuesto, contrario a lo manifestado por el demandante, mi cliente si ha cumplido con 

sus deberes de cónyuge previstos en los artículos 176 y 178 del Código Civil, esto es, 

socorro, ayuda mutua y la cohabitación esta última hasta cuando le fue  posible, dadas las 

agresiones constantes físicas y verbales del demandante en contra de la integridad física y 

mental de mi representada, que más adelante enunciaremos, por tanto, son infundadas 

estas manifestaciones del demandante, pues no allego con la demanda soporte probatorio 

que sustenten las presuntas agresiones, ultrajes, malos tratos que alega fue objeto durante 

el periodo de la pandemia por parte de mi representada, y le asistía la carga probatoria de 

demostrar el presunto maltrato que supuestamente sufrió.   

De acuerdo con lo anterior, el hoy demandante es el que ha incurrido en las causales 

previstas en los numerales 2º sobre “El grave e injustificado incumplimiento por parte de 

alguno de los cónyuges de los deberes que la ley les impone como tales y como padres.”, 3° 

sobre “ultrajes, trato cruel y maltratamientos de obra” y 8º sobre “La separación de cuerpos, 

judicial o de hecho, que haya perdurado por más de dos (2) años” 

   
QUINTO. No es cierto. Tal y como lo hemos venido indicando y se soporta con las pruebas 

que respaldan la situación actual de mi representada, ha sido mi cliente la victima de los 
ultrajes y trato cruel del hoy demandado, en el caso puntual de lo sucedido en el mes de 
abril de 2022, se evidencia de la medida de protección que ambas partes denunciaron a la 
Comisaria de Familia de Soacha por actos de violencia intrafamiliar, y como se desprende 
de las pruebas que se adjuntan, se concedió una medida de protección provisional a favor 
de LILIA DIAZ DE VARGAS, una valoración de medicina legal, de examen médico, y 
solicitud de orientación familiar y de género. Contrario a lo manifestado por la apoderada del 
hoy demandante, en esta diligencia este no presento pruebas contundentes que permitieran 
respaldar su manifestación, situación que se repite en el proceso que nos ocupa pues la 
apoderada manifiesta un supuesto maltrato de mi representada hacia el demandante y no 
allegó pruebas que respalden sus manifestaciones, no hay un dictamen de medicina legal 
que indique los supuestos golpes que le infringe todo el tiempo.  

 
SEXTO. No es cierto. Contrario a lo manifestado por la apoderada del demandante este no 

se fue del apartamento de residencia de la pareja porque mi cliente supuestamente lo  

maltrataba, toda vez que como se indicó en la respuesta al hecho cuarto, el decidió hacerlo 

porque mi representada no accedió a sus peticiones de mala fe, y en consecuencia se fue a 

vivir con su nueva pareja a la ciudad de Cali, (VILLAGORGONA BARRIO CENTRAL), tal 
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como se evidencia en el formato de solicitud de traslado de la EPS a la ciudad de Cali que 

se adjunta.  Tampoco es cierto que venga cada 8 días al lugar de residencia en Bogotá con 

mi representada, pues refiere mi representada que solo se hace presente cada vez que hay 

diligencias legales. Se deja constancia que la que permanece en el inmueble de habitación 

actualmente es mi representada, quien responde por los gastos de servicios públicos, con la 

cuota alimentaria que le dan dos hijos por el valor de $300.000, de este valor gasta 

$120.000  para servicios y es resto lo destina para su alimentación y sustento, es evidente 

que mi cliente está sobreviviendo solo con 180.000 que le quedan para el mes sin que el hoy 

demandante le suministre ningún tipo de ayuda económica, al contrario cuando va procura 

de manera sigilosa sacar cosas del apartamento sin su autorización. Se deja constancia 

también que mi representada no cuento con ningún recurso económico y en ocasiones con 

la ayuda que recibe de algún miembro de su familia, pues tampoco su hijo JORGE 

ENRIQUE VARGAS,  le colabora con sus alimentos ni ha asistido a las citaciones que se le 

han hecho para que suministre alimentos a mi p representada. 

SÉPTIMO.  No es cierto. Se aclara que como se ha venido indicando mi representada jamás he 

abandonado el hogar como manifiesta el demandante, y en los momentos que se ha 

ausentado ha sido por situaciones de fuerza mayor, como lo fue que se encontraba enferma 

de la tensión alta tal como se puede evidenciar en la epicrisis de la historia clínica, clínica de 

la sabana, clínica Juan N Corpas, Urgencias Lucedmarb S.A, en estos casos mi 

representada ha estado en urgencias y en con su familia pues ellos no la dejan ir sola  y 

hasta que se recupere  de acuerdo con la incapacidad que le han dado por 5 días a 8 días, 

esta información puede ser corroborada por su sobrina la señora MARTHA DIAZ, su hijo el 

señor  FERNANDO VARGAS, su hermano el señor HECTOR DIAZ, y su prima la señora 

HERCILIA CUELLAR.  

Tampoco es cierto que el hoy demandante no estuviera enterado donde se encontraba mi 

representada, el siempre ha tenido conocimiento que mi representada se encontraba con su 

sobrina en donde le colabora  con el aseo y ella le pagaba para sus gastos y en los casos 

médicos también ha tenido conocimiento.   

OCTAVO.  No me consta que lo demuestre.  
 

NOVENO. No es cierto, se reitera lo indicado en la respuesta a los hechos cuarto, quinto, sexto 
y séptimo.  

 
i) A LAS PRETENSIONES  

 
1. Me opongo a la primera pretensión solicito se realice la valoración probatoria pues la parte 

actora contrario a lo que manifestó la apoderada del demandante se encuentra demostrado 
con las pruebas allegas en el presente escrito fue quien incurrió en las causales de prevista 
en los numerales 2º sobre “El grave e injustificado incumplimiento por parte de alguno de los 
cónyuges de los deberes que la ley les impone como tales y como padres.”, 3° sobre 
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“ultrajes, trato cruel y maltratamientos de obra” y 8º sobre “ La separación de cuerpos, 
judicial o de hecho, que haya perdurado por más de dos (2) años" conforme a lo instituido 
por el artículo 154 del C.C., ley 25 de 1992 fue el demandante, por consiguiente, solicito que 
se decrete la cesación de efectos civiles del matrimonio católico celebrado entre los señores 
JORGE VARGAS BALCAZAR y LILIA DIAZ DE VARGAS, con fundamento en las causales 
2,3 y 8 subjetivas, siendo el demandante el que incumplió con sus deberes de cónyuge e 
incurrió en estas causales.  
 

2. Me opongo. Y solicito de manera respetuosa a su Señoría que tome en consideración las 
pruebas presentadas por mi representada, que son pertinentes, útiles y necesarias y le 
llevaran a la convicción para que declare responsable directo al hoy demandante y no mi 
representada.  
 

3. Me opongo. Y solicito de manera respetuosa a su Señoría que tome en consideración las 
pruebas presentadas por mi representada, que son pertinentes, útiles y necesarias y le 
llevaran a la convicción para que decreten alimentos en favor de mi representada por la 
suma de 1.500.000 para suplir sus alimentos, y sus condiciones mínimas vitales.  
 

4. No me opongo pues son los efectos legales de la declaratoria de cesación de efectos civiles 
de un matrimonio católico.  
 

5. No me opongo, es el procedimiento que se fija como consecuencia de la declaratoria de 
cesación de efectos civiles de un matrimonio católico.  
 

6. Me opongo. Y solicito de manera respetuosa a su Señoría que tome en consideración las 
pruebas presentadas por mi representada, que son pertinentes, útiles y necesarias y que 
sea condenado el hoy demandante y este se le condene en costas y agenda en derecho.  
 

ii) EXCEPCIÓN   
 

Actuaciones del demandante Temerarias y de mala fe al incoar la causal de prevista en el 
numeral 3° sobre “ultrajes, trato cruel y maltratamientos de obra” impetrada, conforme a lo 
instituido por el artículo 154 del C.C., ley 25 de 1992.  

 
Sea lo primero señalar que las actuaciones de mi representada se han dado con observancia del 
principio de la buena fe, que tiene que ver con la actuación de las partes durante el procedimiento 
conciliatorio, en el sentido de un comportamiento adecuado y acorde a los fines de la conciliación.  Se 
entiende como la necesidad de que las partes procedan de manera honesta y leal.  

 
En efecto, este principio no sólo involucra a las partes durante la audiencia sino también a toda persona 
que participa de la audiencia, como sería el caso de abogados o asesores y representantes. Lo cual 
tiene sentido en la medida que lo que se espera de las personas que intervienen en las actuaciones 
judiciales es una debida actuación que no signifique un aprovechamiento indebido o de mala fe con su 
obrar.   
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Frente al principio de buena fe, la presunción constitucional de buena fe y la delimitación del ámbito de 
aplicación, la Honorable Corte Constitucional se ha pronunciado en senda jurisprudencia, y al revisar la 
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 220 de la Ley 1801 de 2016 “Por la cual se expide el 
Código Nacional de Policía y Convivencia” adelantada por Francisco de Paula Santander Ruiz y Yamile 
Vega Parra. Expediente: D-11648 del 20 de abril de 2017con Ponencia del Magistrado Alejandro 
Linares Cantillo señalo:  

 
“El artículo 83 de la Constitución Política incluye un mandato de actuación conforme a la 
buena fe para los particulares y para las autoridades públicas, aunque que se presume 
que se actúa de esta manera en las gestiones que los particulares realicen ante las 
autoridades del Estado, como contrapeso de la posición de superioridad de la que gozan las 
autoridades públicas, en razón de las prerrogativas propias de sus funciones, en particular, de 
la presunción de legalidad de la que se benefician los actos administrativos que éstas expiden.  
 
Esto quiere decir que el mismo texto constitucional delimita el ámbito de aplicación de la 
presunción constitucional de buena fe a (i) las gestiones o trámites que realicen (ii) los 
particulares ante las autoridades públicas, por lo que su ámbito de aplicación no se extiende, 
por ejemplo, a las relaciones jurídicas entre particulares. Se trata de una medida de protección 
de las personas frente a las autoridades públicas, que se concreta, entre otros asuntos, en la 
prohibición de exigir en los trámites y procedimientos administrativos, declaraciones 
juramentadas o documentos autenticados, ya que esto implicaría situar en cabeza del particular 
la carga de demostrar la buena fe en la gestión, de la que constitucionalmente se encuentran 
exentos. Esta presunción invierte la carga de la prueba y radica en cabeza de las autoridades 
públicas la demostración de la mala fe del particular, en la actuación surtida ante ella” (Negrilla 
y subraya fuera del texto) 

 
De lo anterior, se colige que la observancia del principio de buena fe es de rango constitucional para los 
particulares y para las autoridades, por consiguiente, se hace un llamado de atención a la parte 
demandante para que, de cabal cumplimiento a este precepto legal, pues con su petición vulnera este 
principio de rango constitucional siendo temeraria y de mala fe.  

 
Las causales previstas los numerales 2º sobre “El grave e injustificado incumplimiento por parte de 
alguno de los cónyuges de los deberes que la ley les impone como tales y como padres.”, 3° sobre 
“ultrajes, trato cruel y maltratamientos de obra” y 8º sobre “ La separación de cuerpos, judicial o de 
hecho, que haya perdurado por más de dos (2) años" conforme a lo instituido por el artículo 154 del 
C.C., ley 25 de 1992 que incoa el apoderado de la parte demandante es temeraria y de mala fe, frente 
a actuaciones de temeridad y mala fe los doctrinantes ALVARADO VELLOSO y LINO PALACIO han 
sostenido:  

 
(…) respecto a la temeridad procesal refieren que esta “consiste en la conducta de quien 
deduce pretensiones o defensas cuya inadmisibilidad o falta de fundamento no puede 
ignorar con arreglo a una mínima pauta de razonabilidad, configurándose, por lo tanto, 
frente a la conciencia de la propia sin razón” 1. (Negrilla y subraya fuera del texto) 

 

                                                           
1 ALVARADO VELLOSO y PALACIO, 1992 
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A su turno, el doctrinante TORRES MANRIQUE, ha señalado:  
 

 “(…) la temeridad no es otra cosa que una acción, en este caso actuar procesal, que 
desborda lo normal, lo razonable y lo debido, así como ataca valores morales del 
demandado quién se ve obligado a defenderse, si es que lo puede hacer sobre 
afirmaciones tendenciosas. Sin embargo, quien acciona defendiéndose, aunque sea claro 
conocedor de su culpabilidad, no puede ser calificado de temerario, ya que es lícita la 
búsqueda de un resultado atenuado o –por lo menos- en previsión de no ser víctima de un 
abuso de derecho. (…) Litigar con temeridad o accionar con temeridad en el juicio es la 
defensa sin fundamento jurídico. Es la conducta de quien sabe o debe saber que carece de 
razón y/o falta de motivos para deducir o resistir la pretensión y, no obstante ello, así lo 
hace, abusando de la jurisdicción o resiste la pretensión del contrario”2 (Negrilla y 
subraya fuera del texto) 

 
En el mismo sentido, la Honorable Corte Constitucional3 frente a la definición de la actuación temeraria  
y mala fe en senda jurisprudencia se ha pronunciado en los siguientes términos:  
 

“La jurisprudencia constitucional ha estimado que la actuación temeraria es aquella que 
vulnera el principio constitucional de la buena fe y, por tanto, ha sido entendida como "la 
actitud de quien demanda o ejerce el derecho de contradicción a sabiendas de que carece de 
razones para hacerlo, o asume actitudes dilatorias con el fin de entorpecer el desarrollo 
ordenado y ágil del proceso." En estas circunstancias, la actuación temeraria ha sido 
calificada por la Corte como aquella que supone una "actitud torticera", que "delata un 
propósito desleal de obtener la satisfacción del interés individual a toda costa", que 
expresa un abuso del derecho porque "deliberadamente y sin tener razón, de mala fe se 
instaura la acción", o, finalmente, constituye "un asalto inescrupuloso a la buena fe de 
los administradores de justicia". La temeridad es una situación que debe ser 
cuidadosamente valorada por los jueces con el fin de no incurrir en situaciones 
injustas.” (Negrilla y subraya fuera del texto) 

 
Aunado a lo anterior, es dable indicar que podemos diferenciar qué conductas del artículo 112 del 
CPC, están referidas a la temeridad procesal, a saber:  
 

i) Cuando sea manifiesta la carencia de fundamento jurídico de la demanda, contestación o 
medio impugnatorio.  

ii) Cuando a sabiendas se aleguen hechos contrarios a la realidad 
 
Se reitera que en el caso que nos ocupa la solicitud que realiza el apoderado de la demandante se 
adecua a una  conducta temeraria y de mala fe, pues se encuentra plenamente acreditado con los 
documentos que se aportan con el presente escrito, que quien incurrió en la causal que está 
incoando es el demandante, por consiguiente el apoderado está abusando  del derecho porque 

                                                           
2 TORRES MANRIQUE, 2004 
3 Referencia: Expediente T-174136. Actor: Edgar Alberto Castro Diaz Temas: Autonomía universitaria y derecho a la educación 

Parámetros de apreciación de una actuación temeraria Magistrado Ponente: Dr. EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ del 11 de 

noviembre de 1998.  
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"deliberadamente y sin tener razón, de mala fe incoa una causal  que no está demostrando con 
pruebas contundentes, pertinentes y útiles, lo que si está haciendo mi representada, constituyéndose 
como lo ha sostenido la doctrina y la jurisprudencia  "un asalto inescrupuloso a la buena fe de los 
administradores de justicia".   
 

iii) DEMANDA DE RECONVENCIÒN  

La suscrita en calidad de apoderada conforme a la asignación de amparo de pobreza realizada por 
este Despacho mediante auto interlocutorio del 3 de octubre de 2022 que fue debidamente 
notificado hasta el pasado 13 de octubre de 2022, y en virtud de lo previsto en el artículo 371 del 
Código General del Proceso y por ser competencia de su Señoría, presentó en escrito 
independiente demanda de reconvención en contra del demandante. 

 

  

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
Fundamento la presente contestación en el código general del proceso y demás normas 
concordantes.  
 
 

PROCEDIMIENTO 
 
El proceso que debe seguirse es el verbal que establece el código general del proceso y demás 
normas concordantes.  
 

COMPETENCIA 
 

Por la cuantía del proceso, por la vecindad de las partes, es Usted Señor Juez competente para 
conocer el mismo. 
                 
 

MEDIOS PROBATORIOS  
Solicito se tengan como medios de prueba los siguientes 

1. Documentales  
✓ Informe pericial de clínica forense No. UNSOA-DSCU 01922-2022 realizada a la 

señora LILIA DIAZ DE VARGAS  
✓ Traslado de la EPS a la ciudad de Cali del hoy demandante  
✓ Denuncia Penal en fiscalía por las lesiones las lesiones personales que causo el 

demandante el 7 de noviembre de 2020 a mi representada 
✓ Expediente No. MP 413-2022 violencia Intrafamiliar del 11 de julio de 2022 de la 

Comisaria de Familia de Soacha mediante la cual impone medida de protección 
definitiva a favor las partes.  

✓ la epicrisis de la historia clínica, clínica de la sabana, clínica Juan N Corpas, 
Urgencias LUCEDMARB S.A Cuadro Excel gastos mensuales de las menores  

✓ Audios del demandante, audios de la hoy demandada, fotos del deterioro del apto y 
otros videos y fotos del demandante.  
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2. Recibir la declaración de mi representada sobre las circunstancias de tiempo, modo y lugar 

que se dieron los hechos de incumplimiento del cónyuge hoy demandante y que fue este 
quien incurrió en las causales que alega a su favor.  
 

3. Interrogatorio de parte: Sírvase recibir declaración de parte al demandante que formulare 
en el momento procesal oportuno, de manera verbal o por escrito sobre los supuestos 
facticos de la presente demanda.   
 

4. Audios de las conversaciones del demandante  
 

5. Testimoniales: Sírvase recibir declaración de los siguientes testigos para probar los hechos 
que les consta de la presente demanda: 

 
✓ HECTOR DIAZ TODRIGUEZ mayor de edad identificado con la cedula de ciudadanía 

No. 19099322. Se ubica en calle 130C BIS A #98ª-46. Móvil 3103143681 quien puede 
rendir declaración pues tiene conocimiento de los hechos del maltrato psicológico, 
físico y económico que el hoy demandante ejerce sobre mi representada.   

✓ HERCILIA CUELLAR mayor de edad identificada con la cedula de ciudadanía No. C.C 
20938932. Se ubica en la Carrera 9 # 22 – 35 del Barrio la Cañada ciudad Soacha, 
Móvil 3046225217. Correo electrónico: bibialzate0524@outlook.com quien puede 
rendir declaración pues tiene conocimiento del maltrato psicológico, físico y económico 
que el hoy demandante ejerce sobre mi representada, también ha acompañado a mi 
representada en los momentos de quebrando de salud y conoce de su situación 
económica.    

✓ GLADIS VELASCO MARTINEZ mayor de edad identificada con la cedula de 
ciudadanía No.41752630, se ubica en la CRA 1C ESTE 12 B -19 PARQUE EL SOL.  
Móvil 3046225217corre electrónico: gladys52velasco@gmail.com, quien puede rendir 
declaración pues tiene conocimiento del maltrato económico que el hoy demandante 
ejerce sobre mi representada, también ha acompañado a mi representada en los 
momentos de quebrando de salud. 

✓ FERNANDO VARGAS mayor de edad identificado con la cedula de ciudadanía 
No.79395968 se ubica en la CRA 111L #86 A -68 APT 302 INT 36 Móvil 3108695500. 
Correo electrónico: queli_276@hotmail.com  quien puede rendir declaración pues tiene 
conocimiento del maltrato psicológico, físico y económico que el hoy demandante 
ejerce sobre mi representada, también ha acompañado a mi representada en los 
momentos de quebrando de salud y conoce de su situación económica.    

 
ANEXOS 

✓ Los documentos indicados en el acápite de medios probatorios.  
✓ Poder  

 
NOTIFICACIONES  
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Mi representada reside en la siguiente dirección: Calle 30 No. 1-165, Bloque 2 Interior 1 
apartamento 201 Barrio San Mateo Portal de Casa Linda, en la ciudad de Soacha, correo 
electrónico: cristina.franco03@hotmail.com  
 
La suscrita las recibirá notificaciones en la Secretaría de su despacho o en la siguiente dirección: 
Carrera 87 No. 72 A-40 Of. 101 en el Barrio Los Pinos en la ciudad de Bogotá, correo electrónico: 
claudiamoyah@yahoo.es  
 
 
Del Señor Juez, atentamente  
  
 
Atentamente, 

  

CLAUDIA MOYA HILARIÓN        
C.C.  52.333.767 de Bogotá D.C.        
T.P. No.135361 del C.S.J 
  

108

mailto:claudiamoyah@yahoo.es
mailto:cristina.franco03@hotmail.com
mailto:claudiamoyah@yahoo.es


109



110



111



112



113



114



115



116



117



118



119



Prueba HECHO 6.  
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